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Título: La Nueva Gobernanza y los nuevos escenarios rurales en México: una propuesta de categorización operativa.
RESUMEN:

Este artículo reflexiona sobre la introducción del modelo de la Nueva Gobernanza (NG) en México, y su capacidad de responder a los nuevos escenarios rurales. El trabajo se estructura en cinco apartados. El primero se centra en los conceptos de Políticas Públicas y NG. El segundo en las fases históricas del Estado mexicano y su relación con el campo El tercer analiza el actual sistema de categorización territorial, e incluye una propuesta de categorización operativa. El artículo cierra con una reflexión sobre la NG desde la mirada de las teorías críticas de la participación. Por último, se presentarán las conclusiones.
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ABSTRACT:

This article focuses on the introduction of the new public policy model or New Governance in Mexico, and analyses its capacity to answer the needs and potential of the new rural scenarios in Mexico. The structure comprehend five parts. In the first one we define and discus the concepts of Public Policy and NG. Then, we review the history of the interrelation between the Mexican State and the countryside. In the third we analyze and critic the current categories and explain our proposal as an alternative. Then, we bring to the discussion critical theories on social participation. The article closes with our conclusions. 
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lA POLÍTICA PÚBLICA Y LA NUEVA GOBERNANZA
"Existe únicamente un ver perspectivista, únicamente un «conocer» perspectivista; y cuanto mayor sea el número de afectos a los que permitamos decir su palabra sobre una cosa, cuanto mayor sea el número de ojos, de ojos distintos que sepamos emplear para ver una misma cosa, tanto más completo será nuestro «concepto» de ella, tanto más completa será nuestra «objetividad». Pero eliminar en absoluto la voluntad, dejar en suspenso la totalidad de los afectos, suponiendo que pudiéramos hacerlo: ¿cómo?, ¿es que no significaría eso castrar el intelecto?"

(Nietzsche, 1972: 139)
En este apartado nos centrarnos en una introducción y diferenciación de la disciplina y la práctica de las políticas públicas, un complejo pleonasmo que cambia al ritmo de la sociedad que la posibilita. Después nos centraremos en definir la Nueva Gobernanza (NG), una propuesta que recoge la esencia del mensaje escrito por Nietzsche hace más de cien años, y que nos habla de la imposibilidad del conocimiento pleno de la realidad y la necesidad de incluir el mayor número de actores en el ejercicio de la política pública para que no se convierta en tiranía disfrazada de democracia.

La política pública, una disciplina reciente y una práctica compleja
El concepto de política pública comenzó a desarrollarse hace más de seis décadas y tiene su origen en los Estado Unidos de América. El análisis de la misma ha ido conformando un corpus propio dentro de la academia, donde se entiende como un campo de estudio que trata de entender cómo los gobiernos toman e instrumentan decisiones para solucionar los problemas públicos. Las políticas públicas en su origen definieron dos marcos de referencia según Lasswell (1971): (a) el conocimiento del proceso de la política y, (b) el conocimiento en el proceso de la política. Esta propuesta se fundamenta en la noción de que la ciencia social puede contribuir a mejorar las decisiones públicas destinadas a resolver problemas públicos específicos. Para Aguilar (1993), la política pública como disciplina tiene su objeto propio, la eficiencia directiva del gobierno ubicada en la decisión (making process), no en la de ejecución. 
En este sentido, autores como Aguilar y Lima (2009: 10), nos recalcan ocho elementos necesariamente constitutivos de las políticas públicas en tanto que procesos: (a) resolver problemas públicos acotados, (b) las decisiones implican conflicto, (c) se discute el problema pero más aún, la manera de abordarlo, (d) participación de múltiples actores, (e) es un proceso, (f) no se desplaza al gobierno sino que se legitima, (g) la población afectada se involucra en la solución, y (h) es un ciclo y no una secuencia lineal. Todos estos elementos conllevan cuatro grandes retos para los hacedores de políticas: 
1. Flexibilidad para adoptar cambios que logren objetivos y metas de la alternativa que hemos seleccionado como políticas.
2. Involucrar los niveles de la participación en los ciclos de política.

3. Lograr que el diseño de política sea una realidad aplicable (pasar de la formulación a la implementación), evaluable y consensuada social y políticamente.

4. Revertir el problema no administrarlo.

Si tenemos que definir los tiempos de las políticas públicas, estos dos autores lo resumen en cuatro (Aguilar y Lima, 2009: 17): gestación, formulación, implementación y evaluación. A primera vista, estos cuatro momentos pueden resultar satisfactorios, pero la naturaleza cíclica de las políticas públicas hace necesario un quinto paso, el del replanteamiento. Un paso que va más allá de la evaluación y nos permite asumir e introducir los cambios necesarios, algo de lo que adolecen los programas y políticas mexicanas. 

En el sentido de su praxis, la política pública pasa por ser una herramienta compleja que se puede utilizar para definir y construir presentes, pasado y futuros. Según el profesor Aguilar (2003), las políticas públicas enfrentan problemas públicos complejos cuya existencia se debe a varias causas (no necesariamente lineales) y es un conjunto de varios componentes (no necesariamente ordenados por importancia o gravedad). Entre ellos se encuentran los de pobreza, degeneración ambiental, informalidad económica, inseguridad pública, migración, que son hechos sociales de causalidad multifactorial y de composición multidimensional. Por lo tanto, estamos ante una práctica que incluye un elemento de juegos de poder que debe ser recalcado, ya que son “procesos, decisiones y resultados, pero sin que ello excluya conflictos entre intereses presentes en cada momento, tensiones entre diferentes definiciones del problema a resolver, racionalidades organizativas y de acción, y perspectivas; estamos ante un panorama pleno de poderes en conflicto, enfrentándose y colaborando ante opciones específicas” (Lindblom, 1979: 3). En este punto es donde radica la importancia de la "buena política" y la dificultad de la misma, ya que en el proceso político en el que se construye el problema, a pesar de la existencia de intereses en juego, también suele haber consensos sobre el problema existente en la vida pública por parte de los actores políticos y sociales, sin embargo,  pueden tener divergencias en cuanto a los medios para la resolución de esas problemáticas. Es así que los conflictos son inherentes a las políticas públicas en tanto los intereses, los valores y los elementos técnicos se encuentran en una tensión constante en la gestión de políticas públicas que operan ya sea en el orden sectorial o territorial.
Pero como señalan estos y otros autores, "en los tiempos actuales de protagonismo social, ya no es suficiente una noción de política pública centrada en la función gubernamental del ordenamiento de los intereses sociales o de la formulación de una oferta a la sociedad. Del mismo modo, la sociedad no puede ser una vaga y simple constelación equiparable de actores que exigen cada vez su tajada de poder, ni un simple telón de fondo para la aplicación y socialización de políticas" (Canto, 2008: 14). Lo que aquí se plantea es un cambio de perspectiva de la calidad de interacción en el viejo binomio gobernante-gobernado para superarlo, y para que esto ocurra ambas partes necesitan cambiar su forma de entender y definir la política pública. Por lo tanto, la NG ha venido para quedarse, ya que la complejidad de la realidad actual hace innegable la ineficiencia de la administración pública tradicional, y la insuficiencia directiva del gobierno como actor único. 
La llegada de la Nueva Gobernanza (NG) o la política de la "posible" inclusión social
Hoy día, las políticas públicas y las demás disciplinas que estudian el gobierno y la función pública ´viven un momento de exploración más que de certeza, ya que los instrumentos que se tiene para su estudio responden a una realidad que ya no existe, la del Estado Social, que ha sido sustituida en la mayoría de los casos por el estado Neoliberal. 
La llegada de una visión neoliberal al arte de gobernar en las últimas décadas se puede observar en dos cuestiones fundamentales: (a) el establecimiento de un modo gerencial o pos-burocrático de administración pública llamada nueva gestión pública; y (b) establecer un nuevo modo pos-gubernamental de gobernar llamado gobernanza. La nueva gestión pública, hija del neoliberalismo, se estructura en torno al valor de la eficacia y busca superar la ineficiencia económica de las políticas y los programas de gobierno, que pasan a ser tratados como productos de mercado. La gobernanza se promueve como una forma de superar la insuficiencia directiva del gobierno, que debido a los procesos de globalización e interconexión mundial, no está capacitado para comprender ni administrar la realidad sobre la que tiene la legitimidad. Según el profesor Aguilar (1993:108-109), resulta todo un cambio de paradigma frente a la visión clásica de la toma de decisiones weberiana, que defendía la centralización y la jerarquización del mando como la mejor manera de organización
. 
La gobernanza no debe ser confundida con la gobernabilidad. Ésta última supone la dotación de aquello que necesita un gobierno para construir una dirección de lo público, y la ausencia de gobernabilidad ha sido -y sigue siendo- una característica de muchos territorios en Latinoamérica en general, y México en particular. La gobernanza sería, según Aguilar (2005: 28-29) "el proceso de dirección de la sociedad o el proceso mediante el cual sociedad y gobierno definen su sentido de dirección, los valores y objetivos de la vida asociada que es importante realizar, y definen su capacidad de dirección, la manera como se organizarán, se dividirán el trabajo y disminuirán la autoridad para estar en condiciones de realizar los objetivos sociales deseados" (Aguilar, 2005: 28-29). En este contexto, el Estado dejaría de ser el actor único y privilegiado de la política, y pasaría a ser el activador de la capacidad social. 

Este hecho, según Aguilar (Aguilar, 2005: 22), devendría de una concatenación lógica e inevitable, ya que "en sociedades libres, diferenciadas y abiertas, sus miembros no pueden ser planificados, en el sentido de ser forzados a compartir una única visión del proyecto de nación (alternativo o no) o una única agenda de gobierno con los mismos objetivos prioritarios e instrumentos de acción, tal como lo requiere el plan, además de que resulta imposible contar con toda la información, conocimiento y cálculo que el diseño y la gestión del plan de desarrollo nacional  necesitan,  si es que se toma en serio el plan como guía de dirección  de la sociedad y no se trata de un documento político retórico mas". Por lo tanto, la gobernanza es necesaria e inevitable, porque "el mundo público ha dejado de ser creado, estructurado, preservado y conducido sólo por la política, a menos que ésta sea pública, habitada por el público ciudadano (Aguilar, 2005: 31-32).
Pero debemos también señalar que la NG no necesariamente tiene que implicar la retirada del Estado en los procesos de toma decisiones, ni que la clase política pierda el control, sin embargo si requiere de una nueva cultura política y ajustes estructurales en la administración de lo público. Lo innovador del papel que el Estado desempeña en este nuevo contexto es que "debe asumir que es un actor más, y que los otros niveles e instituciones necesitan de su actuación" (Thöening, 2005: 686). 
La Política Públicas son "procesos, decisiones y resultados, pero sin que ello excluya conflictos entre intereses presentes en cada momento, tensiones entre diferentes definiciones del problema a resolver, racionalidades organizativas y de acción, y perspectivas; estamos ante un panorama pleno de poderes en conflicto, enfrentándose y colaborando" (Lindblom, 1979:3). Estas dinámicas también existen en la constelación de las políticas construidas de desde abajo, ya que las políticas públicas se originan en la constelación de demandas sociales, y más propiamente en el corazón del conflicto de intereses de los diversos actores. El gobierno actúa en función de las presiones de los diversos grupos sociales en un juego de suma positiva y procesa las demandas en las políticas" (Canto, 2008: 15-16). 
Aquí se nos plantea un problema de fondo para la NG en América Latina en general, y México en particular. ¿Son capaces nuestras sociedades e instituciones de instaurar modelos de NG para las políticas públicas? Esta reflexión nos hace pensar en la descripción de Lutz sobre la relación del Estado con el campesinado y los pueblos originarios a lo largo del S.XX (2014a), y en lo naïve que resulta pensar que los excluidos, los negados, los que conforman el México profundo (Bonfil, 1990), tendrán capacidad de construirse como sujetos políticos para entrar a formar parte de los órganos de gobernanza. Del mismo modo, tal como plantea Klinsberg (Canto, 2008:34), cabe preguntarse si lo será el Estado: 

"El Estado reaparece en este nuevo contexto político como un actor imprescindible para promover e impulsar cambios en los rumbos deseados. ¿Pero se halla en condiciones de hacerlo? Existe un vasto consenso en que se requiere para ello un rediseño integral que siente las bases de un Estado de nuevo cuño. El mandato emergente va en la dirección de un Estado activo, pero asociado estrechamente con la sociedad civil y potenciador de la acción productiva de las empresas, fuertemente centrado en lo social, descentralizado, con gran parte de su acción desarrollada a nivel regional y local, totalmente transparente, rendidor de cuentas y sujeto al control social, de alta eficiencia gerencial, y apoyado en un servicio civil profesionalizado basado en el mérito. Asimismo, se aspira que sea un Estado abierto a canales continuos de participación ciudadana".

El devenir del Estado mexicano y el campo
Cuando se repasa la historia de las relaciones entre el Estado y la sociedad mexicana, se marcan cuatro fases principales o modelos: El Estado Gendarme, el Estado Providencia, el Estado Benefactor, y el Estado Neoliberal
. Una de las conclusiones preliminares de esta historia sería cuestionar si en México hubo consolidación estatal o mero control gubernamental. De ser así, la llegaba del neoliberalismo sería una consecuencia lógica de la debilidad institucional de un cuasi Estado mexicano.
El final del S.XIX y los principios del S.XX pertenecen a lo que se puede denominar Estado Gendarme, y comprenderían los años de mandato de José de la Cruz Porfirio Díaz Mori (1877-1911). Su gobierno se caracterizó por un fuerte positivismo, el orden y la paz. Estamos ante un Estado normativo que no construye políticas de fomento rurales, y que básicamente cede a los hacendados y la Iglesia la labor de controlar y hacer que el campo produzca comida suficiente para mantener la paz social. El campesinado raramente tenía acceso a tierra y vivía en un régimen de servidumbre de la clase terrateniente hacendada. 
El estallido de la Revolución Mexicana, destruyó el régimen de Porfirio y abrió el paso a una época volátil que no se estabilizaría hasta la llegada de Lázaro Cárdenas del Río a la presidencia el 1 de diciembre de 1934. El Cardenismo daría lugar al Estado Providencia, que se centró en la expropiación petrolera, la nacionalización de los ferrocarriles, la unificación sindical y la reforma agraria. Aparece en esta época una nueva forma de propiedad social, el ejido. Esta forma de propiedad social sería la institución jurídica y social que caracteriza este periodo, así como el instrumento de las políticas públicas rurales de colonización y reparto de tierras que caracteriza al Cardenismo y a los demás gobiernos posrevolucionarios.
La segunda mitad del S.XX se identifica por el cambio hacia el Estado Benefactor. En esta etapa las políticas públicas que se construyen hacia el campo institucionalizan el corporativismo agrario, que se acompaña de un fuerte intervencionismo estatal más allá de la norma jurídica. La toma del poder del Partido Revolucionario Institucional se sustenta en la construcción de una serie de programas y políticas asistencialistas que cubren el campo mexicano de una extensa red de relaciones clientelares a través de un sistema de organizaciones agrarias y obreras. El principal objeto de las políticas sobre el campo de esta época es mantener el status quo. Lo que generó un éxodo a las ciudades al hacer el campo poco rentable y nos produjo imágenes tan inquietantes como la quema de cosechas para evitar la generación de un excedente.
La institucionalización de la Revolución Mexicana en la Constitución Política de 1917, y posteriormente con la instauración de los gobiernos posrevolucionarios se crearon múltiples empresas estatales, organismos públicos centralizados y descentralizados, corporaciones estatales todo tipo, así como grandes organismos sindicales, todo ello configuró un gran Estado que en lo sucesivo sería difícil sostener ante las crisis económicas y bajos niveles de autonomía de los sectores productivos y sociales.
El Estado Benefactor entra en quiebra ante una crisis fiscal que da el pistoletazo de salida hacia el Estado Neoliberal. En el año 1982 se produce el colapso de la economía nacional, el Presidente Miguel de la Madrid introduce un paquete de Reformas Estructurales inspiradas en el Consenso de Washington
 (CW), y el campo se transforma en una paradoja para el gobierno, lo considera atrasado e inútil, pero a la vez es una fuente de votos fieles al PRI. Esta tendencia hacia la construcción del Estado Neoliberal y el consecuente cambio de visión sobre el campo va creciendo en los siguientes sexenios pese a la alternancia del 2000 y los dos sexenios panistas. En esa misma tónica se deben leer las reformas implementadas en el actual gobierno Lic. Enrique Peña Nieto, que siguiendo los dictados del CW, externaliza, privatiza, liberaliza, desregula y re-regula partes la actividad agrícola y el marco institucional existente en el campo mexicano. 

La actual fase neoliberal fundamenta en las Reformas Estructurales del Presidente De la Madrid, se institucionaliza con la reforma del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 1992, cuyo objetivo ideológico sería liberar al ciudadano del atavismo de la propiedad social
 (Lutz, 2014a). Este cambio da la campanada de salida hacia las nuevas políticas neoliberales para el campo, cuya esencia neoliberal será asegurada en el espacio de la economía con la firma del Tratado de Libre Comercio para América del Norte (TLCAN) dos años más tardes. 

El último paso en esa dirección se da en el año 2001 con la promulgación de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable (LDRS). El espíritu de dicha norma consiste en la activación del campo, la transformación de los campesinos e indígenas en ciudadanos autogestionarios con una cultura de la autogestión para el desarrollo (Ortiz, 2014). 
La LDRS, desde el punto de vista de la relación del Estado con el campo mexicano, busca la transformación de la población campesina en trabajadores productivos para sectores no-agrícolas principalmente, así como la introducción del paradigma productivista que permita la concentración de tierras para generar una economía de escala especializada por parte de corporaciones trasnacionales y grandes propietarios que produzcan la cantidad y calidad de alimentos que los mercados internacionales y los tratados de libre comercio definan. 

En cierto sentido, y partiendo de la idea de los tres paradigmas del desarrollo expuesta por Marsden (2003), si el proyecto neoliberal consiguiera transformar el campo mexicano en el paraíso neoliberal, estaríamos ante la construcción de un escenario dicotómico de ordenación del territorio. Por un lado, el escenario de la agricultura productivista basada en modelos de economía de escala altamente tecnificada y la implementadora de biotecnologías como la transgenia; y otros espacios de consumo simbólico definidos por el modelo postproductivista que promueve espacios rurales idílicos donde la ruralidad se transforma en una performance basada en hibridaciones culturales que responden a la percepción de lo rural por ciertos grupos de consumidores urbanos. 
En una suerte de reparto de tareas desde el gobierno, se fomentaría el consumo del campo a nivel material (agricultura intensiva, productivista y altamente tecnificada) y simbólico (paisajes culturales, productos territoriales, eco y agroturismo), lo que permitiría la capitalización del campo, la comoditización de realidades externas a los mercados tradicionales y locales, así como la creación de nuevos mercados de articulación global. La tendencia hacia una u otra tarea se construiría según las formas de interacción con lo urbano, no desde la potencialidad o deseo de ser de los territorios. Estas relaciones con las ciudades y urbes es la que hasta el momento ha ido definiendo, junto con las comunidades y los recursos eco-culturales, los nuevos escenarios rurales de México, que tal y como veremos en el próximo apartado, tienen potencialidades y necesidades específicas. 
Los nuevos escenarios rurales como categorías operativas

Una vez que hemos expuesto la historia más reciente de la relación entre el Estado mexicano y el campo, así como la actual fase neoliberal, trataremos de realizar una crítica al actual sistema de categorización territorial de gobierno federal, y en un segundo momento, articular una propuesta basada en la interconexión y potencialidades de los espacios rurales con respecto a la sociedad mexicana en general y urbana en particular. 
El actual sistema de categorización en México.
En México la tipología territorial se construye a través de la categorización de los municipios según su población, y para ello se utiliza una escala de cuatro tramos diferentes a las que corresponde una definición, considerándose las dos primeras susceptibles de ser entendidas como rurales, y las dos últimas como urbanas (OCDE, 2007: 14-15):
1. Rural disperso: <2,500 habitantes.

2. Rural semi-urbano: 2,500 a 15,000 habitantes.

3. Intermedio urbano: 15,000 a 100,000 habitantes.

4. Urbano o metropolitano: >100.000 habitantes.

Esta forma de aproximación a los espacios rurales es fruto de los primeros pasos de la sociología rural, que se centró en la ardua tarea de construcción de censos a lo largo y ancho del país y que confundida a veces con la antropología, buscaba desentrañar quién o qué existía más allá de las urbes. En el caso de México, tal y como señala Lutz (2014b: 163), nos encontramos ante una disciplina "al servicio de un Estado deseoso de mantener su hegemonía sobre las poblaciones autóctonas y unos intelectuales preocupados por normar el ideal campesino". Desde el punto de vista político y filosófico, este sistema de categorización priva a los sujetos sociales de su esencia y los cosifica; en cierto sentido es un mecanismo parecido al panóptico de Foucault (1975), ya que sirve para vigilar, controlar y corregir a la población cuando es necesario y según los ideales del México imaginado del momento (Bonfil, 1990).

Desde el punto de vista de la economía rural, esta aproximación carece de sentido, ya que no nos habla de las cualidades de las comunidades y territorios sobre los que se implementaran programas y acciones gubernamentales. Es más, el cambio de función de los espacios rurales fruto de la globalización y los nuevos patrones de consumo (Aguilar, 2014; López, 2014), convierte esta herramienta en algo obsoleto. Es más, tampoco resulta suficiente el cambio cuantitativo de las categorías que promueve la OECD actualmente, ya que no es un problema de medidas (2007), sino de lógicas. 

Definiendo lo rural desde una perspectiva de la interrelación y los determinantes locales
Los nuevos escenarios rurales, tanto en México como en América Latina, son fruto del cambio de función de los mismos para la sociedad posindustrial globalizada. Pero estos nuevos escenarios se construyen sobre los preexistentes, por lo que son complejos y globalmente locales. Cuando hablamos de la categoría de nueva ruralidad, hablamos de una categoría universal que se materializa de forma específica en cada país, región y comunidad. En este sentido, Cerón (2015: 194) recalca la necesidad de utilizar este concepto desde el lugar al que se le aplica: "la nueva ruralidad es un proceso que engloba realidades que es necesario interpretar en cada caso; para ello hay que tomar en cuenta las condiciones específicas de los espacios en los que se aplica ". 
Por lo tanto, sería un fallo metodológico asumir la existencia de una multifuncionalidad en la nueva ruralidad mexicana de la misma índole que la existente en Europa. Un buen ejemplo es el incremento espectacular de dinámicas de land grabbing en toda Latinoamérica, una dinámica que caracteriza profundamente esta parte del planeta y que es la otra cara de la moneda de la desagrarización del campo europeo y la construcción de los Nuevos Imperios Agroalimentarios (Ploeg, 2008).
Pese a estas diferencias regionales, existen dinámicas compartidas como la pluriactividad, la descampesinización y la multifuncionalidad, que en México se materializan de una manera específica debido a la relación histórica del Estado con el campo ya descrita. Estas dinámicas se materializan en nuevos fenómenos, como el turismo rural, la diversificación económica de los usos del espacio, la agricultura periurbana, la producción de alimentos de vínculo territorial o la desagrarización (Escalante, Catalán, Galindo y Orlando 2007; Cervantes, Villega, Cesín y Espinoza 2008; Domínguez, Villanueva, Arriaga y Espinoza 2011; Thomé, Vizcarra y Espinoza 2015).
Pero antes de profundizar en el diseño de estas categorías, necesitamos clarificar una serie de conceptos sobre los que serán construidos; empezando por la cuestión de lo rural. Nuestro trabajo propone utilizar la definición operativa desarrollada por Ploeg y Marsden (2008: 2-3), que entiendo lo rural como "el lugar en el que tiene lugar el continuo encuentro entre la naturaleza viva y el ser humano, ... la co-producción. En estos lugares es donde se dan una serie de prácticas espacial y temporalmente determinadas". Entre esas prácticas estarían las que corresponden a la economía rural, la co-producción que moldea la co-evolución del ser humano, el medio en el que vive, y las especies con las que interacciona. Un claro ejemplo de proceso co-evolutivo es la domesticación del maíz, cuya determinación espacio-temporal creó las razas y variedades actuales. 

Esta perspectiva y aproximación a lo rural, al contrario que la demográfica, nos permite observar los cambios en los sistemas de co-producción que han tenido lugar en las últimas décadas, y que en muchos espacios rurales han supuesto que dejen de ser un lugar de producción y pasen a ser un lugar de y a consumir. Por lo tanto, cuando nos preguntamos sobre las políticas públicas para estos espacios, debemos de partir de un estudio previo que nos ayude a identificar aquellas prácticas de co-producción existentes y latentes que contienen y son importantes para la sociedad en su conjunto; no sólo para las ciudades y sus habitantes o los mercados internacionales. 
La propuesta específica nacería de esas prácticas y potencialidades para el conjunto de la sociedad y de las formas de interrelación que tienen con las ciudades y espacios urbanos. Siguiendo la misma propuesta de Ploeg y Marsden (2008: 5-6), podríamos hablar de seis categorías heurísticas o escenarios rurales: (a) áreas de especialización agraria, (b) áreas periféricas o marginales, (c) áreas de la nueva ruralidad, (d) áreas segmentadas, (e) nuevos zonas residenciales, y (f) dreamlands.
La primera categoría vendría a incluir aquellos espacios en que la agricultura sigue siendo la actividad principal y que responde a la lógica productivista ya descrita. Zonas como Sinaloa donde encontramos territorios con una productividad agrícola basada en la tecnificación y la economía de escala son un buen ejemplo. Las áreas periféricas o marginales son aquellas que se encuentran lejos de los flujos económicos y centros de poder, ya sea voluntaria o involuntariamente, y que suelen carecer de los servicios públicos mínimos. La tercera categoría es la que se caracteriza por la multifuncionalidad y calidad territorial, y donde se concentran nuevas formas de explotación territorial de alto valor agregado. Las áreas segmentadas son aquellos territorios que se encuentran fuertemente regulados y que comprenden dos o más realidades fuertemente contrastantes, como pueden ser áreas naturales protegidas cercanas a núcleos urbanos o de especialización agraria. La quinta categoría es fruto de los nuevos procesos de commuting y gentrificación periurbana y rural, como pueden ser zonas de la Sierra de las Cruces o Valle de Bravo. La última categoría incluye aquellos lugares que se consideran paraísos terrenales, que suelen ser visitados por grupos económicamente pudientes en momentos de ocio o periodos vacacionales.

Como ya hemos comentado, estas categorías son heurísticas, y cada una de ellas es una abstracción de los nuevos escenarios rurales de México. Pero su utilización permitiría desarrollar políticas públicas rurales que respondieran a la diversidad y complejidad de estos escenarios. La actual categorización basada en baremos demográfico no sólo ha resultado desastrosa para la operatividad de los programas, sino que ha tenido un efecto de redefinición de los espacios rurales como unidimensionales, cuyos habitantes son seres pasivos que necesitan ser activados por el Estado para que se conviertan en ciudadanos productivos y autogestionarios que sólo necesiten el acceso a los mercados para cumplimentar sus necesidades biológicas, sociales, culturales y emocionales (Ortiz, 2014). 
Las transiciones entre los nuevos escenarios rurales
Una de las cuestiones importantes de nuestra propuesta consiste en el dinamismo de estas categorías heurísticas, ya que la acción gubernamental, las políticas, los movimientos sociales o los mercados pueden provocar el paso de un territorio de una categoría a otra, además de que estos procesos institucionales o mercantiles sin regulación equilibrada pueden incidir de manera negativa en la creación de desigualdad social y territorial, por ejemplo a través de la asignación asimétrica de subsidios, exclusión de pequeños productores de la política pública, criterios de priorización regional diferenciados, etc. Debemos de tener en cuenta dos ejes en los que situamos estas categorías: relevancia cuantitativa del sector agrario, y el nivel de marginación o desarrollo. En la siguiente imagen podemos ver una representación donde las flechas indican las posibles transiciones de una categoría a otra (Figura 1).
Figura 1 Categorías rurales operativas
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Fuente: Elaboración propia basada en Ploeg y Marsden (2008)
Un caso bien documentado de transición de un área marginal a una de nueva ruralidad lo podemos ver en la Sierra de Cádiz, una comarca situada en el sur de España (López y Aguilar, 2012, 2013; López, 2014; López y Pérez, 2014). En un largo proceso de más de dos décadas, y a través de programas de desarrollo rural basados en el modelo de NG, un territorio que se encontraba desvinculado completamente de los nuevos mercados y el paradigma de la multifuncionalidad de la agricultura, ha pasado a ser un sinónimo de territorio calidad en la producción agroalimentaria y el turismo. La implementación de las Iniciativas Europeas Leader I, II y +, así como los programas estatales PRODER I y II, sirvieron para activar la participación de los actores rurales, que con apoyos a iniciativas que estuvieran en consonancia con los programas de desarrollo rural europeo, español, andaluz y comarcal, consiguieron que este territorio pasara a ser un paradigma de la nueva ruralidad basada en la multifuncionalidad y la generación de valor agregado. 

La Nueva Gobernanza y los nuevos escenarios rurales

En el punto anterior hemos desarrollado una propuesta de categorización operativa para los nuevos escenarios rurales de México. En este último punto trataremos de ver si la NG y los marcos legislativos actuales que la sustentan serían susceptibles de implementarla para el diseño de una nueva política pública de corte territorial que desarrolle una acción de gobierno y unos programas de desarrollo que les permitan alcanzar su potencial más allá de la simple activación económica o capitalización. Para ello debemos tener en cuenta que "la complejidad y diversidad son características consustanciales al territorio. Emanan de su condición de sistema complejo, dinámico y no-lineal, [...] (está) sujeto a mudanzas espaciotemporales ligadas a las interacciones múltiples entre sus componentes y con otros territorios. Su comportamiento normal conduce a la aparición de propiedades nuevas y no siempre previsibles cuando los parámetros que regulan la intensidad y signo de las relaciones superan un umbral crítico, lo que, dado su impacto sobre el valor de los recursos, puede acabar modificando su estado inicial, la composición y distribución del capital territorial y las interacciones con el entorno" (Rubio, 2010: 204).
Como ya hemos comentado, la forma de aproximarse de las políticas rurales en México ha pasado en las últimas décadas de una política sectorial única e intervencionista, hacia una política multisectorial, supuestamente construidas de abajo a arriba, y con una perspectiva territorial (OECD, 2007: 82). Este giro, en el caso de las políticas rurales, se observar en la integración de las acciones de diferentes secretarías y niveles del gobierno (federal, estatal y municipal) en las zonas rurales. En las dos últimas décadas se ha ido definiendo un marco institucional que tiene como sustento la LDRS, cuyo origen se remonta la reforma del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se aprobó en el año 2001, y ha sido reformada y corregida en los años 2010, 2011 y 2012. 
Esta ley sienta las bases para la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 en materia rural, que define al campo como un sector estratégico a causa de su potencial para reducir la pobreza e incidir en el desarrollo regional, definiendo la capitalización del sector agropecuario debe ser fortalecida para alcanzar una de las cinco metas nacionales, un México Próspero, que promueva el crecimiento sostenido de la productividad en un clima de estabilidad económica y mediante la generación de igualdad de oportunidades, considerando que una infraestructura adecuada y el acceso a insumos estratégicos fomentan la competencia y permiten mayores flujos de capital y conocimiento hacia individuos y empresas con el mayor potencial para aprovecharlo, asimismo, busca proveer condiciones favorables para el desarrollo económico, a través de una regulación que permita una sana competencia entre las empresas y el diseño de una política moderna de fomento económico enfocada a generar innovación y crecimiento en sectores estratégicos (PIDR, 2013).
Esta ley es de suma importancia, y puede ser entendida como la primera gran apuesta por la NG de los espacios rurales por las siguientes características: (a) es una ley que descentraliza la capacidad ejecutiva, consultiva y de planeación de la administración, (b) horizontaliza la toma de decisiones participativa a través de la figura de los consejos de desarrollo sustentable, (c) tiene como premisa la participación de representantes de la sociedad civil y el sector privado, (d) utiliza la eficiencia y la eficacia como elementos de evolución de la calidad.
Esta ley se apoya en dos instrumentos fundamentales, la Comisión Intersecretarial de Desarrollo Rural Sustentable (CIDRS) y el Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable (PEC). Para la consecución de sus objetaos el PEC cuenta con la participación de representantes 13 secretarías, que se reúnen junto con representantes de la sociedad civil y el sector privado en los Consejos de Desarrollo Rural Sustentable, que existen a nivel nacional, estatal (32), de distrito (192), y municipal (2393). La función de estos órganos de consulta es -entre otras- la redacción de los planes de desarrollo rural sustentable, que deben ser coincidente con las realidades de su territorialidad de referencia, pero siempre y cuando entren dentro de los lineamientos contenidos en la LDRS y del PEC. 

Si bien es cierto que existen estos avances, también lo es que estamos ante órganos sin capacidad ejecutiva cuyas resoluciones no tiene más que un carácter propositivo sobre las que el ejecutivo federal tiene la última palabra. Un buen ejemplo de esta dinámica es la CIDRS, que reúne a representantes del gobierno, la sociedad civil, el sector privado e incluso expertos, pero que no puede ir más allá de la emisión de informes y recomendaciones. Estas realidades hacen que los procesos de germinación de nuevos mercados y lógicas productivas y de consumo se vean frenadas por una contexto institucional y legislativo que no tiene capacidad de reconocerlas como tales, y mucho menos de favorecer su institucionalización y crecimiento.
Podemos decir que técnicamente existe una política pública rural basada en el modelo de la NG y articulada por marcos legislativos como la LDRS de iure sería la fórmula ideal para general políticas públicas y programas que puedan responder a las necesidades y potencialidades de los nuevos escenarios rurales descritos en el apartado anterior. Pero, si no queremos pecar de positivistas y negar las tendencias y dinámicas históricas del campo mexicano, esta combinación de facto tiene la potencialidad de legitimar un sistema tiránico disfrazado democrático y participativo que con gran dificultad podría ser contestado desde los damnificados de sus programas. 

Para que funciones el triángulo democracia, desarrollo y derechos es necesario la repolitización de la sociedad civil, como señala la corriente crítica de la participación (Canto, 2008; Cooke y Kothari, 2001; Hickey y Mohan, 2007). La introducción activa de la ciudadanía en los espacios de gobernanza de los territorios rurales no es una labor fácil ni sencilla. La ciudadanía mexicana, especialmente la que vive en zonas remotas, está inmensa en una serie de relaciones clientelares y patrones de asistencialismo que supondría una auténtica revolución cultural. 
Partiendo de esta premisa, Canto nos ofrece unos argumentos a favor y en contra de la participación de la ciudadanía en las políticas públicas rurales (2008: 209-30). Su inclusión (a) proporcionaría información sobre el ambiente social en el que se ejecutarán las actividades de desarrollo, (b) revelaría de manera más eficiente las preferencias de los usuarios, (c) generaría aprendizajes sociales e innovación, (d) fortalecería a las instituciones locales, (e) generaría mayor credibilidad y legitimidad sobre las evaluaciones, (f) contribuiría a mejorar la eficiencia de las instituciones locales, (g) generaría formación de capital social, (h) fortalecería la competitividad sistémica de la región o localidad, y (i) contribuiría a la formación o fortalecimiento de identidad local o regional. Pero esta posibilidad también tiene un lado peligroso o crítico: (a) propiciaría la formación de élites participativas que sesgan la participación, (b) generaría persistencia en la exclusión de los menos organizados para gestionar sus demandas, (c) se volvería ocasión de “captura” de recursos e instituciones redistributivas por parte de élites locales, (d) sesgaría las preferencias del universo de usuarios hacia las de los participantes, (e) propiciaría la “informalización” de la política al abrir canales alternos a los de representación institucionalizada, (f) limitaría la racionalización de las acciones gubernamentales dada la dispersión de las demandas, y (g) disminuiría la confianza hacia las instituciones representativas.
Conclusiones

El objetivo de este artículo era reflexionar sobre la introducción del modelo de Nueva Gobernanza (NG) en las políticas públicas de México, y su capacidad de responder a las necesidades y potencialidades de los nuevos escenarios rurales. Para ello hemos empezado por definir y discutir los conceptos de Políticas Públicas y Nueva Gobernanza. Después hemos repasado la relación del Estado con la sociedad mexicana en general, y rural en particular a lo largo de los últimos 120 años. En el siguiente apartado hemos realizado una revisión crítica del actual sistema de categorización territorial del gobierno federal, subrayando las consecuencias de esta aproximación, para pasar inmediatamente a una propuesta de categorización operativa que supere dichas limitaciones. Por último, hemos señalado el avance de la NG en las políticas públicas que afectan a las zonas rurales, y hemos debatido sobre los riesgos y potencialidades que su generalización supondría para los nuevos escenarios rurales de México. Lo que nos ha llevado a las siguientes conclusiones.

En últimas décadas ha surgido un nuevo modelo de gobierno que trata de superar la ineficiencia e insuficiencia de los previos denominado NG. Este modelo parte de la necesidad de descentralizar la acción de gobierno e incluir al sector privado y la sociedad civil en la misma, así como asumir prácticas de organización y ejecución ya existentes en el sector privado (externalización, organización por procesos, descentralización de las decisiones, etc.) 
Paralelo al proceso de anterior se ha conformado un cuerpo de pensamiento social, económico, político y cultural llamado Neoliberalismo. Su ideología define al ciudadano como autogestionario y que cubre sus necesidades y aspiraciones a través de los mercados. En el caso de México, la llegada del neoliberalismo tuvo lugar a raíz de la crisis fiscal de final de los 70s, que dio lugar a los planes de restructuración.
México tiene una larga historia de praxis y legislación por parte de un Estado que nunca ha apostado por la construcción de una ciudadanía plena en el sentido de la filosofía del republicanismo cívico. La población rural ha sido víctima de esta situación histórica, llegando a ser utilizada, negada e incluso asesinada. 

Por lo tanto, es necesario reformular el sistema de categorización territorial del gobierno federal mexicano. La de categorización de los espacios rurales debe ser operativa y estar basada en los nuevos escenarios rurales. Nuestra propuesta parte de una categorización desde la "esencia" del territorio rural, la importancia de la agricultura en el territorio, el grado de marginalidad o desarrollo, así como la naturaleza de sus interacciones con las zonas urbanas y los nuevos mercados globales. 

Creemos que la apuesta por la NG en las políticas públicas rurales es una apuesta arriesgada si miramos la trayectoria de México en los últimos años, pero también es la única capaz de responder al reto de los nuevos escenarios rurales. México es un país cuya población rural es mayoritariamente políticamente analfabeta. Si pensamos en el origen de la NG nos daremos cuenta de que tiene una carga optimista nacida de las democracias con una tradición más cercana al republicanismo civil y una población más cívica; mientras que el Estado mexicano nunca ha permitido madurar políticamente a su población. Pese a ello, concluimos que es el único modelo factible para mejorar las políticas públicas rurales, ya que permite a formar parte a sus protagonistas. Eso sí, dado que esa participación siempre estará sometida a relaciones de poder y asimetrías, proponemos la creación de dos nuevas instituciones con función formadora, supervisora y ejecutiva: un foro permanente y un observatorio de la gobernanza rural en México.
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�Citando a Mechanic (1962), Aguilar señala que paradójicamente, las organizaciones están permanentemente a merced de sus operadores de los niveles inferiores. Esta situación nos recuerda poderosamente a la relación dialéctica Hegeliana entre el amo y el esclavo, siendo el Estado de Bienestar una situación en la que el amo sería la ciudadanía y el esclavo el Estado.


� Este análisis se fundamente en la forma que el Estado se relaciona con la sociedad mexicana y el tipo de políticas públicas que diseño a lo largo de los últimos 120 años, con lo que no puede considerarse como una caracterización plena del mismo. El Estado mexicano y las instituciones que lo conforman son famosas por tener un comportamiento diferenciado en sus acciones y políticas dirigidas hacia el exterior y el interior del país. Un triste ejemplo sería la matanza de Tlatelolco, en la que un gobierno que era famoso por ofrecer asilo político a refugiados de las dictaduras fascistas de Franco, Pinochet o Videla, reprimía y asesinaba a sus estudiantes usando el ejército que debía de defenderlos.


� El Consenso de Washington (CW) junto con la cumbre de Suiza de 1944 son dos pilares del desarrollo y la implantación del proyecto neoliberal. Si bien su explicación y análisis no es objeto del presente ensayo, si creemos necesario incluir algunas recomendamos de trabajos que sí se centran en su crítica. Stiglitz nos señala como el CW falló al no comprender las estructuras económicas de los países en desarrollo, al concentrarse en un conjunto de objetivos demasiado estrecho y en un conjunto de instrumentos demasiado limitado, y solicita la definición y construcción de un nuevo consenso como guía (2004). Este fallo se recoge en las contribuciones de Martínez Rangel y Reyes Garmendia (2012), que nos explican las bases del CW y sus consecuencias en las políticas económicas de América Latina, y la de Guillén (2012), que expone en su trabajo las consecuencias del mismo y las políticas neoliberales en México. Por último, resulta interesante una de las más recientes incorporaciones al debate, la de Ortiz (2014), que nos adentran en la reformulación del concepto de ciudadanía autogestionada del neoliberalismo, y que trataremos de introducir en la discusión general más adelante.


� Según Torres (2015), es interesante y triste recalcar que este objetivo no sólo no se ha alcanzado, sino que la nueva normativa que buscaba legalizar las prácticas que se estaban dando en diferentes ejidos provoca la aparición de una nueva incertidumbre entre ejidatarios y no ejidatarios, con nuevas preguntas que no encontraron respuesta en los representantes ni en la nueva ley agraria. Es más, se abrió el mundo ejidatario a comportamientos oportunistas y ventajistas de personas físicas y morales que tomaron ventajas sobre ejidatarios confundidos, así como debilitaron el sistema asambleario de autogobierno.  Por lo tanto, la nueva ley agraria de 1992 no sólo no sirvió para terminar con las prácticas irregulares, sino que amplió el abanico de las ya existentes. Es importante destacar que este desconcierto se ha materializado en ruptura de comunidades por divisiones internas ante ofertas de la industria refresquera y hostelera entre otras. Esta ley también ha servido como caballo de troya para la introducción del llamado conservadurismo neoliberal (Durand, 2014), que mantiene la necesidad de explotación de los recursos naturales de manera eficiente y eficaz como única forma de preservación posible. 





